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LAS POLÍTICAS PÚBLICAS

Entre la política y las políticas
«El gobiemo emprende la reforma del sistema sanitario.» «El ayunta­miento modifica su política presupuestaria.» «Sindicatos y patronales se 

reúnen con el ministro para negociar una nueva política de relaciones labo­rales.» «La Unión Europea define su política de defensa común.» Del proce­
so político en el que se suceden y se entrecmzan multitud de intervenciones derivan, finalmente, una serie de decisiones. Aunque a veces parezca lo con­
trario, la política como actividad no es una agitación gratuita y estéril: per­sigue obtener resultados, puesto que la intervención política —como sabe­
mos— pretende justamente producir resoluciones que sean vinculantes 
para todos los miembros de la comunidad. O, en otros casos, intenta parali­
zarlas: es decir, busca como resultado la adopción de «no-decisiones».
• Esta combinación de decisiones y no-decisiones es lo que constituye una política pública. La noción de política pública nos ayuda a examinar la 

tercera dimensión de la política —la política como resultado (cfr. L3)—, 
tras haber considerado la política como organización y la política como 
actividad. En una aproximación sistèmica a la política, los outputs son en 
buena medida las políticas públicas que el sistema genera.

¿Qué es, pues, una política pública? Una definición simple podría ser: «el resultado de la actividad política». Pero de modo más preciso deno­
minamos política pública a un conjunto interrelacionado de decisiones y 
no-decisiones, que tienen como foco un área determinada de conflicto o tensión social. Se trata de decisiones adoptadas formalmente en el marco 
de las instituciones públicas —lo cual les confiere la capacidad de obli­
gar—, pero que han sido precedidas de un proceso de elaboración en el 
cual han participado una pluralidad de actores públicos y privados.

Otras definiciones (Lasswell, Mény-Thoenig) subrayan el aspecto in­tencional de la política pública, al describir como tal un conjunto orde­
nado de decisiones que responden a una serie de objetivos previamente 
seleccionados por las instancias públicas. Pero —como veremos más ade­
lante— no es siempre cierto que una política pública responda a una cía-



ra prioridad de objetivos ni que los objetivos declarados sean siempre los que se persiguen.
• Es frecuente el uso del término política pública para referirse a diferentes 

niveles escalonados de intervención política: desde lo más genérico hasta 
lo más específico. Por ejemplo, se habla de política económica en térmi­
nos amplios, pero luego suelen subdistinguirse una política monetaria, 
una política industrial, una política de empleo, etc. Y dentro de una polí­
tica de empleo cabe precisar todavía más entre una política de empleo ju­
venil o una política de diversificación en la contratación laboral. Del mis­
mo modo, una política de seguridad pública integra una política policial, 
una política judicial, una política penitenciaria, etc.

En los últimos cien años se ha asistido —como ya vimos al tratar del 
estado del bienestar— a una clara expansión de la intervención pública con el fin de asegurar la cohesión de sociedades complejas. El producto 
de esta expansión ha sido precisamente la elaboración de políticas secto­
riales en ámbitos y en niveles que habían sido ignorados durante siglos 
por las instituciones públicas. Y, aunque se han levantado voces que re­
claman la restricción de esta intervención, lo cierto es que continuamen­
te aparecen nuevas demandas sociales exigiendo decisiones políticas en ámbitos que hasta ahora quedaban reservados a la decisión privada: des­
de el cultivo y distribución de alimentos transgénicos a la reproducción 
humana asistida, pasando por los riesgos de la anorexia juvenil.
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Políticas públicas y coerción
Lo que distingue a este conjunto de decisiones que calificamos como 

política pública es que incorporan una cierta dosis de coerción u obligato­
riedad. No son acuerdos o transacciones voluntarias adoptadas por actores 
que defienden determinadas posiciones: se trata de determinaciones que se 
imponen sobre la comunidad, porque derivan de la autoridad y cuentan con alguna legitimidad política. Una política urbanística somete todo proyecto 
de construcción a determinadas normas sobre ordenación del territorio y 
sobre condiciones de edificación. Una p)olítica educativa obliga, por ejem­plo, a la escolarización universal de todos los niños y señala contenidos for­
zosos en los planes de estudio. Una política económica puede fijar límites a 
los precios, a las rentas o a los tipos de interés.
• Sin embargo, el componente coactivo de una política se manifiesta de 

modos diferentes. En unos casos, la coacción es ejercida directamente se­
ñalando conductas obligadas. En otros casos, en cambio, se manifiesta 
indirectamente: no se obliga a adoptar una conducta precisa, pero se es­
tablece que —en caso de darse— debe ajustarse a determinadas condicio­nes o haremos. Asimismo, este ejercicio de la coacción afecta en ocasio­
nes a grupos amplios de ciudadanos o a toda la comunidad, mientras que 
en otras alcanza sólo a determinados supuestos individuales: las normas 
obligatorias de tráfico se imponen sobre todos, mientras que las condi-



cienes de una licencia de construcción han de ser observadas por quien la 
obtiene.

La combinación de estos criterios ha permitido distinguir cuatro gran­
des categorías entre la gran diversidad de políticas públicas: regulativas, distributivas, redistributivas e institucionales (Lowi). En el cuadro
VI.25.1, estas cuatro categorías se ordenan de acuerdo con las dos di­
mensiones mencionadas en el párrafo anterior.
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C uadro VI.25. 1. Cuatro tipos de políticas públicas
La limitación o coerción se ejerce sobre

Grupos/
Individuos toda la comunidad

Directamente Políticas Políticas
La limitación 
0 coerción se ejerce

regulativas redistributivas
Indirectamente Políticasdistributivas Políticasinstitucionales

• En las políticas regulativas predominan las medidas que imponen condi­ciones obligatorias para todos los individuos afectados: por ejemplo, el 
conjunto de medidas de seguridad viaria, que son de obligado cumpli­
miento para todos los conductores. En las políticas distributivas, el ele­mento esencial lo constituye la concesión de subsidios o subvenciones, la 
provisión de servicios públicos gratuitos o a precios subvencionados, etc.: 
mediante estas políticas se realizan transferencias obligadas de recursos de unos ciudadanos a otros, aunque esta transferencia no sea directamen­
te percibida por los afectados. Las políticas redistributivas conceden algu­
na ventaja particular a algún individuo, pero esta ventaja limita o altera la posición inicial de otros: aquí se incluyen la autorización para ejercer de­
terminadas profesiones, la concesión de licencias para desarrollar ciertas actividades, etc. Finalmente, las políticas institucionales —o constitucio­
nales— son las que señalan los procedimientos y las reglas generales a que 
deben someterse las actividades públicas: reformas administrativas, crea­
ción de órganos especializados, fijación de procedimientos de trami­
tación, etc. Afectan indistintamente a todos los actores que intervienen en el proceso.

Pero, en la realidad, apenas hay política pública que no incorpore me­
didas de los cuatro tipos anteriores. Lo que las distingue es el predominio 
de unas u otras en el núcleo central que articula todo el conjunto: en este 
sentido, por ejemplo, una política educativa puede catalogarse como dis­tributiva, mientras que una política de seguridad puede ser considerada 
como regulativa.



El proceso: la formación de la agenda
El proceso de elaboración y aplicación de una política pública incor­

pora —en una secuencia o cadena— una gran variedad de actividades indi­
viduales y colectivas. Actores y actividades fueron examinados en los ca­
pítulos anteriores. Pero ¿de qué modo se organizan estas actividades para 
llegar a producir el conjunto de decisiones que calificamos como política 
pública? ¿Cómo inciden en último término sobre la realidad social a la que se destinan?

Una visión simplificada o idealizada del proceso nos los presentaría del 
modo siguiente:
— Los grupos de interés y los partidos canalizan las demandas de diferen­

tes sectores sociales que se refieren a un determinado ámbito de tensión o discrepancia: la educación, las comunicaciones, la sanidad, etc. Los 
actores colectivos —partidos, grupos, movimientos— integran estas de­
mandas y las convierten en propuestas legislativas.

— El parlamento examina dichas propuestas, las corrige y enmienda —des­pués de un debate entre representantes de los partidos que integran di­
ferentes intereses sociales— y, finalmente, las aprueba en forma de ley 
de obligado cumplimiento.

— El gobiemo o ejecutivo toma la responsabilidad de convertir estas leyes o 
decisiones de carácter general en normas de carácter más detaUado (de­
cretos, reglamentos...) que permitan aplicarlas a situaciones específicas.

— Las administraciones atienden a los casos individuales y —siguiendo las 
instmcciones del gobierno— organizan a este fin los recursos materiales y personales, distribuyen incentivos positivos —subvenciones, licencias, 
etcétera— y negativos —sanciones, prohibiciones, etc.— entre los afec­tados. Los tribunales de justicia, por su parte, intervienen en caso de dis­
puta sobre la interpretación de las decisiones legales o sobre los modos de su aplicación por las administraciones.

— Finalmente, quien tiene la autoridad para hacerlo valora las consecuen­cias de la aplicación de la política y, a la vista de las mismas, decide con­
tinuarla, reformarla o terminar con ella.

Esta visión es demasiado simple. En realidad, el proceso de elabora­
ción y aplicación de las políticas públicas es menos lineal, más complejo y con actores que no siempre aparecen a primera vista. ¿Cómo describir este 
proceso complejo? Cabe distinguir en el mismo cuatro etapas básicas:
— iniciación: constmcción del problema e incorporación a la agenda,
— elaboración: formulación de altemativas y selección de respuestas,
— implantación y— evaluación y sucesión de la política.

En cada una de dichas etapas se plantean una serie de cuestiones, so­bre las que conviene hacer algunos comentarios.
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Fig. VI.25.1. Las políticas públicas: un proceso en cuatro etapas.

• El proceso arranca a partir de una situación problemática, que provoca cierto grado de tensión o controversia. Pero un problema colectivo es 
siempre una construcción social, no es un dato objetivo. Lo que para 
unos es una situación problemática no lo es para otros, porque no todos 
interpretan del mismo modo la situación que contemplan. El problema —o la serie de problemas— que se persigue regular con una política pú­
blica se han «incubado» a partir de grandes divisorias o cleavages (cfr. L1) y de sus consecuencias particulares. Desde esta perspectiva, un problema 
—o una issue, entendida como cuestión controvertida— es una situación insatisfactoria para algún colectivo, para el cual se da un desfase entre la 
situación percibida y la situación deseada. Existe una cuestión educativa 
cuando un sector de la sociedad entiende que la calidad de la enseñanza 
impartida no se ajusta a sus demandas. La seguridad ciudadana se con­vierte en una issue cuando abunda entre la población la sensación de in­
defensión frente a agresiones a las personas y a sus bienes.Pero el hecho de que el «problema» sea una construcción social difi­
culta su misma definición. Hemos dicho que no todos perciben la situa­
ción de la misma manera. Por ejemplo, la difusión de la droga puede ser 
contemplada como una cuestión más vinculada a la salud que al orden 
público, o viceversa. La falta de limpieza en la vía pública puede achacar­se a la insuficiencia de recursos de la administración municipal que debe 
asegurarla o a los malos hábitos culturales de una población negligente. 
Debe alcanzarse, por tanto, un acuerdo mínimo para obtener una «bue­
na» definición del problema, puesto que sólo así será posible elaborar 
una adecuada respuesta al mismo. Esta dificultad de definición se acre­
cienta, porque muchas situaciones problemáticas mantienen entre sí una 
relación de interdependencia: la falta de salud puede relacionarse con un 
insuficiente nivel cultural, la baja tasa de ocupación puede asociarse a 
una deficiente política educativa, la contaminación atmosférica está liga­da a una política de transporte fundada en el automóvil privado, etc.

• En cualquier caso, lo que convierte una situación en problema merece­
dor de atención política y su inclusión en la agenda es la distancia entre lo 
percibido y lo esperado. Dicha situación de distancia moviliza a quienes quieren acortarla y presionan para que se dé una actuación política: es 
decir, una decisión —o un conjunto de decisiones— que obliguen a toda la comunidad. ¿Qué factores pueden favorecer la incorporación de un 
asunto a la agenda política, entendiendo por t£Ü la lista de temas sobre los



que se espera una intervención de los actores políticos? Contribuye a ello 
una emergencia imprevista: por ejemplo, una catástrofe en una central nuclear replantea el conjunto de la política energética y la conveniencia 
del cierre general de estas instalaciones de mayor riesgo. Lo favorece 
también la magnitud de la población implicada: así, la reforma del siste­
ma educativo afecta a gran parte de las familias de un país. También in­
fluye la aptitud organizativa de los implicados y su proximidad a deter­
minados centros institucionales: la capacidad de presión que pueden 
ejercer determinados grupos profesionales para llevar sus problemas al 
escenario político es superior a la de otros. En este punto gana importan­
cia la vinculación con grupos organizados y con partidos, como portavo­
ces e integradores de intereses sectoriales. Finalmente, entre los factores 
que intervienen en la configuración de la agenda política, no hay que ol­
vidar el impacto de los recursos emocionales, alimentados a menudo por los medios de comunicación: la repercusión de las imágenes televisadas 
de una hambruna en un país africano puede favorecer un replantemien- 
to de la política de solidaridad con los países en vías de desarrollo. O la 
alarma provocada por la denuncia mediática de posibles intoxicaciones 
alimenticias estimula la revisión de la política de control sanitario.

En síntesis, lo que da lugar a la iniciación de un proceso de intervención 
pública es la capacidad de algunos actores para transformar una de las ex­
presiones de las grandes divisorias o desigualdades sociales que atraviesan cualquier comunidad en un problema «tratable»: es decir, una situación aco­
tada o localizada, en tomo a la cual se movilizan determinados sectores que 
proponen reaccionar ante la misma con decisiones de carácter obligatorio.

La elaboración y selección de políticas
Una vez incorporada una cuestión a la agenda política, interesa saber 

cómo se elaboran aquellas propuestas de reacción —o proyectos de políti­cas públicas— y qué determina la selección de unas y el descarte de otras. 
Se han elaborado cuatro modelos, basados en la relación entre los objetivos fijados y los medios disponibles, tal como se presenta en el cuadro VI.25.2.

C uadro VI.25.2. Proceso de decisión según definición de objetivos y  medios
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Objetivos
Definidos Imprecisos

Medios
Definidos Proceso de racionalidad 

radical. Optimización Proceso incremental Compromiso
Imprecisos Proceso de racionalidad 

limitada. Satisfacción razonable
Proceso del garbage can. Casualidad

Adaptado de Subirais, 1989.



Un primer modelo presenta la selección de una política como resultado de un proceso presidido por la máxima racionalidad, es decir, por la aplica­
ción organizada de medios adecuados a la consecución de fínes definidos. En este modelo racional, quienes intervienen en el proceso tienen claros 
los objetivos, acumulan información exhaustiva sobre la situación que 
debe tratarse, sobre los recursos disponibles, sobre las diferentes líneas de acción que dichos recursos permiten, sobre los efectos previsibles de cada 
altemativa, etc. A partir de esta información, se concentran en calcular 
la altemativa que aporta el resultado óptimo. El resultado final es la selec­ción de la propuesta que ofrece los resultados más satisfactorios al menor 
coste posible. Pero la verdad es que el modelo se basa en condiciones tan 
perfectas como inasequibles: porque los objetivos no son siempre claros, 
porque la información es limitada y sesgada, porque los recursos son es­
casos, porque la previsión sobre los efectos es incompleta, etc. Para seña­lar lo inadecuado del modelo se ha dicho que implica cualidades y recur­
sos que generalmente sólo se atribuyen a Dios (Simón).
De ahí la elaboración de una versión corregida del proceso, calificada 
como de «racionalidad limitada». Se acepta que la definición del proble­
ma es imperfecta, que la información existente es parcial, que los recur­
sos son limitados, etc. Por tanto, se acepta también la imposibilidad de 
un cálculo inatacable que dé con «la» solución: se admite que en ningún 
caso podrá satisfacerse a todos los interesados. Por consiguiente, habrá que negociar entre las partes afectadas cuáles son los efectos aceptables. 
Desde este planteamiento se señala que el proceso se conforma con llegar 
a resultados razonables —aceptables o parcialmente satisfactorios para buena parte de los implicados—, en lugar de aspirar a resultados racio­
nales —entendidos como un óptimo indiscutible para todos—.
Más modesta todavía es la aproximación que entiende el proceso como 
resultado de negociaciones permanentes entre todos los sectores afecta­
dos: sobre las definiciones que cada uno de ellos hace del problema, so­
bre sus objetivos particulares, sobre los costes que están dispuestos a so­portar, etc. En estas condiciones, es prácticamente imposible hablar de 
racionalidad —ni siquiera limitada— como adecuación entre fines y me­
dios: los actores no coinciden totalmente sobre los primeros ni sobre los 
segundos, a veces porque carecen de una idea clara de qué pretenden y de 
cómo conseguirlo. Los actores van maniobrando en función de sus visio­
nes parciales, formando coaliciones provisionales, arbitrando compro­misos limitados e introduciendo en ellos continuas correcciones. Se ven 
obligados a dejarse guiar por el arte del muddling through (Lindblom) o 
del «salir del paso», más que por otro tipo de valores, reglas o principios. 
Un modo frecuente de salir del paso es incrementar la cantidad de recur­
sos aplicados a la solución del problema, sin entrar en grandes debates 
sobre su definición y sin calibrar la utilidad de dicha acumulación cuan­
titativa. Todo ello permite calificar esta aproximación como incrementa- 
lista. Aunque este análisis es válido para explicar el tratamiento de mu­chos problemas sociales, no parece suficiente para entender el contraste 
entre grandes alternativas políticas —en materia económica o social—.
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que no pueden prescindir de objetivos de carácter valorativo y no mera­
mente cuantitativo.

• Finalmente, un último modelo señala la posibilidad de procesos de deci­
sión en los que apenas existe relación entre fines y medios. ¿Por qué ra­
zón? Porque los fines son ambiguos o confusos para todos los actores, los 
instrumentos son muy discutibles y los participantes en el proceso inter­
vienen de manera intermitente. En tal situación, la adopción de una polí­
tica determinada acaba siendo resultado de la coincidencia casual entre «problemas que buscan solución, soluciones que buscan problemas y 
participantes que buscan problemas para resolver, intereses que satisfa­cer o alianza que crear» (Dente, Subirats). A este modelo se le ha califica­
do también como modelo del garbage can o del cubo de la basura (Míirch- 
Olsen); revolviendo entre los desechos puede encontrarse casualmente 
un elemento que se adapte a una necesidad pendiente.
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¿A utopistas o ferrocarriles?

¿Cómo establece un gobiemo su política de transportes y comunicacio­
nes? En rigor, debería hacerlo en función de variables objetivas: la exten­
sión y el relieve de su territorio, la densidad y la distribución de su pobla­
ción, la disponibilidad de recursos financieros y energéticos propios, la ca­
pacidad de generar o importar tecnologías en cada sector, etc. El gobierno 
debería diseñar alternativas, calculando los costes y beneficios producidos 
por soluciones diferentes, en las que se combinaran autopistas libres o de 
peaje, red de ferrocarriles, transporte aéreo, etc. Después de elaborar mo­
delos diferentes que dosificaran las inversiones públicas y los incentivos a 
la inversión de actores privados, las instituciones definirían la correspon­
diente política. Pero esta descripción —basada en la racionalidad— ignora 
la intervención en el proceso de actores con perspectivas e intereses con­
trapuestos: los grandes inversores privados, las compañías constructoras 
de infraestructuras, los fabricantes de automóviles, de material ferroviario 
y aeronaves, los proveedores de productos energéticos, las empresas de 
transporte terrestre y aéreo, las organizaciones de usuarios y consumido­
res, las autoridades locales afectadas por las infraestructuras fijas, los téc­
nicos o ingenieros especializados en cada uno de los medios de transpor­
te, los sindicatos de trabajadores de cada sector, los medios de comunica­
ción social, los funcionarios de los departamentos afectados, etc., etc. To­
dos estos actores participan en la elaboración de alternativas e influyen en 
la decisión última, con sus demandas y expectativas y según su capacidad 
de presión. Finalmente, hay que tener en cuenta la posibilidad de contin­
gencias eventuales: una fase de depresión económica, una fuerte alza en 
los precios de los productos energéticos, el éxito —o el fracaso— de un 
determinado medio de transporte en un país extranjero, etc. Todo ello con­
figura un proceso de decisión que se aproxima más a la racionalidad limi­
tada o al incrementalismo que no a la racionalidad radical.



Los actores del proceso: líneas, triángulos, redes
En el proceso que acabamos de describir desfilan una serie de actores 

que ya conocemos: instituciones públicas, partidos, grupos de interés, me­dios de comunicación, etc. ¿Qué relaciones mantienen entre sí? ¿Cómo in- 
teractúan? Tres son los esquemas que se oft-ecen para describir estas rela­
ciones, tal como se presentan esquemáticamente en la figura VI.25.2.
• Un primer esquema respondería a una visión muy lineal y simple del pro­

ceso, que ya hemos visto anteriormente. Grupos de interés y partidos ca­
nalizarían demandas, delimitarían cuestiones, las incorporarían a la agen­
da política y trasladarían a las instituciones representativas —básicamen­te, el parlamento— las políticas proyectadas para intervenir sobre aquellas 
cuestiones. Por su parte, los gobiemos —con la asistencia de las adminis­
traciones— se responsabilizarían de su implantación. A estas alturas de 
nuestro examen de la política nos percatamos ya de la insuficiencia de este 
modelo para explicar adecuadamente lo que ocurre en la realidad.

• Una segunda propuesta identifica tres actores colectivos principales, que 
forman un «triángulo de hierro» y controlan la producción y la aplicación de políticas. Estos tres actores son, respectivamente, el gmpo o gmpos de 
interés más directamente afectados por la problemática que se trata de 
regular, los representantes parlamentarios más estrechamente vincula­
dos con el asunto y, finalmente, los miembros directivos de la burocracia 
que lo siguen y conocen más de cerca. Así, una política de defensa sería 
resultado de la coalición formada por la industria militar, un gmpo de 
parlamentarios con intereses en la misma —por ejemplo, los elegidos en distritos donde existen bases o industrias militares— y, finalmente, los al­
tos mandos de los ejércitos como funcionarios especializados. Una políti­
ca sanitaria derivaría de la alianza de intereses entre la industria farma- 
céutico-sanitaria, un gmpo de representantes parlamentarios vinculados 
a dichos intereses y los profesionales sanitarios que gestionan el sistema. 
Este esquema triangular corresponde en cierto modo a la interpretación neocorporatista de la política que predominó en algunos países occiden­
tales en los últimos cuarenta años (V.22): algunos grandes gmpos de inte­
rés y algunos sectores —parlamentarios, ejecutivos— de las instituciones 
públicas controlarían de hecho los acuerdos políticos fundamentales. En 
este modelo llama la atención el distanciamiento que se da, por un lado, entre los miembros del triángulo —aislado en su propia concepción y en 
sus propios intereses— y, por otro lado, los demás gmpos sociales a los que aquella política pública acaba afectando.

• Un tercer modelo adopta la figura de red o trama de actores. Las princi­pales diferencias con los modelos anteriores son dos: un número más 
amplio de actores y la existencia de relaciones multilaterales entre ellos. 
Estos actores múltiples y sus relaciones recíprocas acaban constituyen­
do una policy network o una policy community, entendiendo por tal una red o comunidad centrada en una temática determinada. En el ejemplo 
de una política de transportes, la red o comunidad estaría constituida
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A. Modelo lineal
4 0 4 LA POLÍTICA COMO RESULTADO

Grupos 
de interés - Partidos - Parlamento - Ejecutivo

-

Políticapública
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Fig. VI.25.2. Los actores y las políticas públicas.



por políticos interesados o responsables del tema, burócratas especiali­zados de los departamentos ministeriales correspondientes, represen­
tantes de los grupos de interés (constructores de infraestructuras, fabri­
cantes de automóviles, patronales de transportistas por carretera, sindi­
catos de trabajadores del sector, asociaciones de automovilistas, etc.), 
expertos vinculados a departamentos universitarios y centros de estu­
dios e investigación, periodistas especializados, etc. Esta «comunidad» 
permanente se convierte en el foro especializado donde se intercambia información, se elaboran y discuten propuestas, se negocian transaccio­
nes y, finalmente, se acaban perfilando las políticas relacionadas con el 
correspondiente sector de actividad, asumidas —en todo o en parte— 
por el gobiemo y refrendadas por el parlamento. La noción de comuni­
dad o red es útil para desvelar el doble carácter —formal e informal— de 
las relaciones que mantienen entre sí los actores implicados: no sólo los 
contactos institucionales, sino también los personales y profesionales 
tienen incidencia no pequeña en el proceso.
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La implantación de las políticas
¿Qué ocurre una vez ha sido aprobada una determinada política públi­

ca y se ha traducido en una serie de normas legales? La implantación —o 
implementación, según una usual traducción literal del inglés— de una po­
lítica puede ser presentada como una operación de mtina y sin demasiado interés. Las administraciones —como instmmentos obedientes y cuasi ma­
quinales— aplicarían dócilmente las decisiones adoptadas por las institu­
ciones políticas: leyes, normas dictadas por el ejecutivo. Pero un somero 
análisis de la realidad nos hace ver inmediatamente que las cosas no son 
así. Políticas aparentemente bien diseñadas y adoptadas con apoyos mayo­
ritarios no obtienen los resultados previstos. Para explicarlo hay que aten­
der a factores que pesan sobre la puesta en práctica de la política, a las mo­
dalidades que adopta y a los rendimientos que produce. Porque en esta fase 
de implantación se juega muy a menudo el éxito o el fracaso —relativos— de 
todo el proceso.
• En el grado de cumplimiento de los objetivos de una política influyen fac­

tores relacionados con la fase de aplicación: falta de recursos, dificulta­
des de coordinación, variables ambientales. Es frecuente, en primer lu­
gar, que muchas políticas se apmeben sin la provisión de recursos para implantarlas adecuadamente. Por ejemplo, la aplicación de una reforma 
educativa que no cuente con dotación económica suficiente o que no 
haya previsto el reciclaje de los enseñantes que deben instrumentarla ten­
derá a quedarse lejos de sus objetivos iniciales. En segundo lugar, una po­
lítica puede haber sido diseñada sin prestar atención a los diferentes ope­
radores que intervendrán en su implantación y al tipo de relaciones que mantienen entre sí. Siguiendo con el ejemplo anterior, una reforma edu­cativa puede haber ignorado que su puesta en práctica corresponde de



manera coordinada a autoridades educativas centrales, regionales y mu­
nicipales: si esta coordinación no opera de manera fluida, la política que se pretende puede fácilmente bloquearse o deformarse. Finalmente, hay 
variables de entomo que refuerzan o debilitan la realización de la políti­
ca en cuestión, especialmente el ciclo político —estable o inestable— y el 
ciclo económico —de expansión o de recesión—, el clima de la opinión, la 
carga transformadora que incluye aquella política y las resistencias que 
puede provocar, etc.: estas variables ambientales tienen impacto sobre las 
situaciones y sobre los estados de ánimo de los ejecutores mismos de la 
política, estimulados o, por el contrario, reticentes a llevar a cabo el tra­bajo que tienen encomendado.

• Pero el proceso de elaboración y aplicación de una política no puede ser 
visto únicamente como un proceso en el que unos deciden —con mejor o 
peor criterio— y otros aplican —con mayor o menor entusiasmo y acier­to—, como si se tratara de un proceso que va de arriba abajo —top-down—. 
Se ha señalado, por el contrario, que este proceso sólo puede ser com­
prendido si se examina en sentido contrario, es decir, de abajo arriba 
—bottom-up— o desde la base hacia el vértice. ¿Qué quiere decirse con 
ello? Con esta observación se expresa la idea de que elaboración e implan­tación no son dos etapas tajantemente diferenciadas y encomendadas a 
dos tipos de agentes totalmente aislados unos de otros. En efecto, la apli­
cación más efectiva de una política suele darse en la medida en que sus ob­jetivos y sus medios van adaptándose a las condiciones específicas de sus 
destinatarios: nivel cultural, situación social, ubicación territorial, etc. 
Y esta adaptación continua de la política corre a menudo a cargo del «eje­
cutor» de la misma: el funcionario o agente —docente, médico, policía, 
trabajador social, funcionario de atención al público— que está en contac­
to directo con la situación conflictiva y con los ciudadanos involucrados 
en ella. Una política de seguridad ciudadana, por ejemplo, no puede desa­
rrollarse del mismo modo en un ámbito urbano y en un ámbito rural: para 
que tenga éxito en ambos supuestos, la misma poUtica deberá ser modu­lada por la acción directa sobre el terreno de los policías encargados de 
aplicarla. Por su parte, una política de fomento de la ocupación debe ajus­
tarse de manera permanente a las condiciones del entomo en que se desa­
rrolla, buscando fórmulas eficaces de coordinación con otros actores lo­
cales: empresarios, administraciones locales, asociaciones de jóvenes, 
centros escolares, etc. Las aportaciones de los agentes locales —a nivel de calle, desde «abajo»— se incorporan, pues, muy directamente a la fase 
de formulación —y revisión— de la política y no sólo a la fase de implan­
tación: contribuyen a revisar sus objetivos y sus modos de hacer y, con 
ello, contribuyen decisivamente al tipo de resultados que se obtienen.

406 LA POLÍTICA COMO RESULTADO

La evaluación y la sucesión de las políticas
«Según la oposición, la política gubemamental en materia de ti;ans- porte ha fracasado.» «Los buenos resultados del año justifican la política



económica del gobiemo.» «El ayuntamiento ha de cambiar su política ur­
banística.» El debate político es, en gran medida, una permanente evalua­
ción de los resultados de las diferentes políticas públicas: ¿qué se ha conse­guido tras la aplicación de una determinada política?, ¿en qué medida se 
han alcanzado sus objetivos?, ¿se ha modificado —si lo ha hecho— la situa­
ción que motivó la intervención?, ¿hay que acabar con una determinada po­
lítica o hay que corregirla? Pero los intercambios dialécticos en que se en­
zarzan los actores políticos se guían más por interpretaciones aproximadas 
—y, a menudo sesgadas— que por datos de razonable objetividad. No es práctica corriente someter a una evaluación sistemática y bien documenta­
da las diferentes políticas públicas: sólo algunos países obligan a revisiones 
periódicas de las políticas y reservan fondos para ello, como condición in­
dispensable para continuarlas y asignarles la correspondiente financiación.
• ¿Por qué no se Ueva a cabo una evaluación objetiva de las políticas públi­

cas? La razón no es solamente la resistencia de los gobiemos responsables a dejarse «examinar»: se dzin también dificultades de carácter técnico o 
instmmental. Un buen ejercicio de evaluación exige una previa determi­
nación de indicadores —¿qué hemos de medir?— y de valores —¿con arre­
glo a qué referencia?—. Esta determinación no es siempre sencilla y está 
tíimbién sujeta a discusión política, puesto que según sea la selección de 
los criterios de valoración pueden variar los resultados de la evaluación. Así, una política de empleo puede ser valorada satisfactoriamente si 
aumenta la tasa de ocupación. Pero será criticada si los empleos que gene­ra son de carácter temporal o precario. Una política universitaria puede 
ser considerada positiva si se incrementa el número de centros y de estu­
diantes: en cambio, puede ser juzgada negativamente si se compmeba que 
aquel aumento no va acompañado de un mayor nivel de conocimientos de 
los estudiantes en comparación con el de otros países o si los jóvenes gra­
duados no encuentran lugares de trabajo con cierta rapidez.

Pese a estas dificultades, es posible en muchos casos establecer algu­nas medidas básicas que calibren el impacto de la política emprendida. 
Estas medidas combinan la valoración del output —o acciones desarro­
lladas: el número de escuelas constmidas o el número de niños vacuna­dos— y la valoración del outcome —o impacto de estas acciones sobre de­
terminadas dimensiones de la vida social: el nivel medio de conocimien­
tos de los estudiantes o el índice de mortalidad infantil—. Lo primero 
—la cuantificación del output— es más frecuente y constituye la finali­dad de las estadísticas —no siempre demasiado útiles— que confeccio­
nan las propias administraciones. Lo segundo, en cambio, es más difícil y 
más raro, aunque en realidad es mucho más necesario para apreciar las consecuencias efectivas de una política pública.

• Un problema adicional es determinar a quién corresponde esta responsa­bilidad de evaluar. Cuando se confía a las propias administraciones en­
cargadas de desarrollar aquella política no será extraño que su juicio sea 
benévolo y encuentre argumentos para excusar las insuficiencias. Por esta razón se tiende a confiar la evaluación a instancias más indepen­
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dientes: órganos públicos de supervisión —como puede ser un tribunal 
de cuentas reforzado—, centros de investigación académica o consulto­
res privados especializados. Cuando se recurre a estas evaluaciones siste­
máticas se emplean técnicas cualitativas y cuantitativas que persiguen 
detectar si los objetivos fijados han sido alcanzados —el grado de eficacia 
conseguida—, si se ha hecho con una utilización razonable de recursos 
—el grado de eficiencia— y en qué medida han conseguido la aceptación 
de los afectados —el grado de legitimidad conseguida—. La economía, la 
ciencia política, la sociología o la psicología social cuentan con utillaje 
suficiente para desarrollar este tipo de evaluaciones.

• Sin embargo, sea quien sea el autor de la evaluación y por refinadas que 
sean las técnicas de análisis, es muy probable que su veredicto sea discu­
tido: por el gobiemo si es muy crítico, por la oposición si es muy benévo­lo. Las políticas públicas son por naturaleza materias de controversia en­
tre todos los actores implicados que buscan ver colmada la diferencia 
entre sus expectativas y la situación percibida. Por esta razón, la valora­
ción de las políticas públicas —ya se realice de modo técnicamente preci­
so, ya sea resultado de la observación superficial de los medios de comu­
nicación o de otros sectores ciudadanos— es siempre materia constante 
del debate político.

• A diferencia de muchos productos, la inmensa mayoría de las políticas 
públicas y de las decisiones que las integran no exhiben una fecha fija de caducidad. Por tanto, la decisión sobre su continuidad, su reforma o su li­
quidación está ligada a una cierta evaluación —más o menos sistemáti­
ca— de sus resultados. Una determinada tasa de fracaso escolar o, por el contrario, la mejora en el rendimiento de los estudiantes, el descenso o 
el aumento en la expectativa de vida de una población, el empeoramiento 
o la mejora de los índices de contaminación atmósferica: de estas apre­ciaciones debería derivarse una decisión sobre la conclusión de políticas 
inadecuadas o su sustitución por otras.

En realidad, pocas políticas son drásticamente eliminadas. En algunos 
casos, porque los objetivos a alcanzar son tan amplios y ambiciosos que siempre puede argumentarse a favor de la continuidad: nunca será sufi­
ciente el nivel educativo de una población para justificar la terminación de 
una política pública en la materia. En otros casos, porque las resistencias 
de los beneficiarios directos —pero también de los expertos y administra­
dores que se ocupan de la misma— pueden llegar a ser muy intensas y 
crear nuevos problemas políticos que un gobiemo no quiere afrontar.

• Por todo eUo y pese a la reclamación que a veces se formula para poner fin a una política suele darse la transformación de algunos de sus ele­mentos, en lugar de una terminación radical de la misma. Pueden, por 
ejemplo, sustituirse los agentes encargados de desarrollarla: así ocurre 
cuando se transfieren responsabilidades de un departamento a otro o se 
integran en un único centro administrativo algunas unidades preexisten­
tes. O cuando se traslada la responsabilidad de ejecución directa de algu­
nas políticas a agentes extemos a la propia administración: así sucede 
cuando se confi'a a entidades no lucrativas la gestión de aspectos de la po­
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lítica asistencial o de servicios sociales para la tercera edad, para la recu­
peración de drogodependientes, etc. En el seno de una misma política, también pueden cambiar algunas estrategias por otras: por ejemplo, la 
política de la Unión Europea en materia agrícola puede sustituir la fija­
ción de precios garantizados de algunos productos por la subvención di­
recta a los cultivadores según las unidades de explotación. Estas estrate­
gias de transformación —que sustituyen a la liquidación de la política en 
cuestión— permiten disminuir en alguna medida los enfrentamientos 
con los beneficiarios de la antigua política —agentes, expertos, «clien­tes»— que no quieren perder sus ventajas y que por ello se resisten al 
cambio.

De este examen del ciclo que genera y aplica una política pública cabe 
extraer dos conclusiones. En primer lugar, es fácil reconocer la importancia 
de la aportación que hacen en cada una de sus etapas los factores económi­
cos —de asignación de recursos—, técnicos —de conocimiento experto en 
ingeniería, medicina, educación, etc.— o de gestión —para coordinar las 
organizaciones que intervienen en el proceso—. En segundo lugar, es toda­
vía más evidente que en cada una de las etapas de este ciclo reaparece siem­
pre en primer plano su sustancia propiamente política, manifestada en el 
conflicto permanente sobre los fines deseables y los medios convenientes. 
Se trata de un conflicto que está en la raíz misma de la política, tal como la 
hemos presentado a lo largo de esta obra.
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¿Influye la política sobre las políticas? Los «estUos»
De todo lo dicho se podría concluir que la política y sus protagonistas 

más visibles —instituciones públicas, sistema de partidos, partido en el go­
biemo— tienen una influencia secundaria y a veces insignificante sobre las 
políticas públicas. De manera especial se afirma que en sociedades comple­jas —condicionadas por las exigencias de una economía global y provistas de un limitado repertorio técnico de soluciones—, el margen de maniobra 
disponible para optar por una política en lugar de otra sería muy reducido 
o prácticamente inexistente: «la solución» sería única y estaría sobre todo 
en manos de técnicos y expertos. Esta constatación afectan'a principalmen­
te a la política económica y a la política social, en su sentido más amplio. 
¿Cuenta, pues, la política —la orientación ideológica de un gobierno o el di­seño de las instituciones de un sistema político— a la hora de fijar las polí­
ticas públicas?
• En contraste con la visión que descarta una influencia clara de la política 

sobre las políticas, algunas investigaciones comparadas han revelado que 
se dan algunas diferencias significativas entre políticas según sea la 
orientación del gobiemo que las diseña y las impulsa. Si se anídizan 
períodos largos —y no sólo legislaturas— es perceptible, por ejemplo, que los gobiemos socialdemócratas han incrementado el gasto público desti­



nado a políticas sociales y han intensificado la acción pública en este te­
rreno. Este incremento no ha existido o ha sido más reducido cuando han 
predominado gobiemos de orientación conservadora o moderada. Pero 
se ha señalado al mismo tiempo que esta influencia no depende única­
mente de la posición ideológica y de los programas de los partidos: deriva 
también de su ftierza electoral, de su capacidad de aliarse con otros gm­
pos de interés (sindicatos y otras organizaciones sociales), del sistema ad­
ministrativo, etc. En otros términos, puede afirmarse que el perfil y los 
resultados de una política pública están influidos por los rasgos del siste­ma político en su conjunto. Es decir, por las características de la organi­
zación política —de la polity o estmctura (1.3)— en que dicha política se 
elabora.

• Desde otra perspectiva se ha puesto de manifiesto la existencia de «esti­
los» diferentes en la elaboración y aplicación de las políticas públicas (Richardson). Estos po/icy styles se han definido en función de dos varia­
bles. La primera nos indica si la iniciación de una política determinada 
es de carácter reactivo —responde a una crisis ya abierta— o anticipati- 
vo —se adelanta al posible estallido de una crisis—. La segunda variable 
se refiere a la relación existente entre los principales actores: en unos ca­sos, un actor domina el escenario y tiende a imponer su posición, mien­
tras que en otros, una pluralidad de actores se esfuerzan por encontrar 
un compromiso. De la combinación entre las cuatro variables —tal 
como se combinan en la figura VI.25.3— se ha concluido la existencia de 
cuatro estilos:
— anticipativo-consensuado (1): se ha identificado tradicionalmente 

con las políticas elaboradas en el seno de sistemas políticos como los 
de Suecia o Japón;— reactivo-consensuado (2): se ha dado en políticas elaboradas en Gran 
Bretaña, donde se produciría una amplia consulta de carácter previo 
entre una pluralidad de actores implicados;— anticipativo-impositivo (3): correspondería a las políticas nacidas 
bajo esquemas de planificación indicativa e impulso público como las 
que se han dado a menudo en Francia; finalmente,

— reactivo-impositivo (4): sería el característico de muchas políticas 
económicas de choque, adoptadas por los gobiemos ante el estallido imprevisto de una crisis.

La categoría de los policy styles está emparentada —como es fácil de ver— con la categoría de las culturas políticas, a la que ya prestamos 
atención (IV. 17): sistemas de valores, experiencias históricas, inercias 
institucionales o formas dominantes de participación acaban configu­
rando determinados modos de percibir la política por parte de los ciuda­danos. Y, como consecuencia, llevan a los actores principales a actuar en 
ella siguiendo determinados «estilos» o modos de elaborar las políticas públicas.
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Así pues, algunos rasgos fundamentales de la estructura política y las 

características de la cultura política dominante en una sociedad parecen in­fluir sobre el contenido y la forma de elaborar las políticas públicas. Inter­
vienen, por tanto, en este proceso una serie de factores —cuadro institucio­
nal, sistema de partidos, valores culturales, etc.— que diferencian a un sis­
tema político de otro. Si esto es así, a la pregunta «¿influye la política sobre 
las políticas?» habrá que contestar afirmativamente: la política —entendida 
como politics y como polity— cuenta en el momento de la policy, es decir, 
cuando se trata de formular y aplicar políticas públicas sobre los problemas 
colectivos de una comunidad.

Los actores 
buscan 

el compromiso

LosactofBS 
tienden a provonlr

problemas

Los actores 
tienden a roacdonar 

ante el problema

Un actor dominante 
tiende a Imponor 

su propuesta

F ig . VI.25.3. Los estilos en la elaboración de las políticas públicas.


